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Como hemos dicho en la STC 43/1995, de 13 de 
febrero, FJ 2, en un supuesto muy similar al que hoy nos 
ocupa, serán las circunstancias concretas que concurren 
en el supuesto planteado las que deberán analizarse para 
determinar si, partiendo de aquella indicación errónea 
judicial, la parte pudo razonablemente salvar la equivoca-
ción y actuar correctamente desde la perspectiva procesal 
o, por el contrario, aquel error era insalvable y a él no 
contribuyó su propia negligencia, de forma que merezca 
el amparo.

Constatada la equivocación del juzgador y la efectiva 
asistencia letrada de la parte recurrente, es preciso recor-
dar que, en el caso que estamos examinando, un aspecto 
que cobra especial relevancia es que el error del órgano 
judicial no versó sobre la inexistencia de recurso alguno 
contra la resolución dictada, sino en la instrucción de que 
contra la misma era procedente la interposición de un 
determinado recurso, el recurso de reposición. Como 
razonamos en la STC 43/1995, FJ 3, ya citada, la instruc-
ción acerca de la procedencia de un determinado recurso 
no constituye dato que deba llamar especialmente la 
atención, ni incluso a aquél que posea conocimientos jurí-
dicos.

Por otra parte, de lo actuado se desprende que la recu-
rrente no obró de forma indiligente sino que, por el con-
trario, dejó patente su voluntad de recurrir la resolución, 
formuló el recurso de reposición que se le indicaba como 
correcto y lo verificó en el breve plazo de tiempo previsto 
para el mismo en la Ley procesal.

Todas estas circunstancias llevan a la estimación de la 
demanda de amparo, pues se ha producido una lesión de 
su derecho a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de 
acceso a los recursos, al basarse la inadmisión del de ape-
lación por parte de la Audiencia Provincial en una inter-
pretación de la legalidad ordinaria que no supera, por las 
peculiares circunstancias del supuesto de hecho que ana-
lizamos, el canon exigido por nuestra doctrina, al que 
hicimos referencia, para considerar constitucionalmente 
correctas las resoluciones judiciales de inadmisión de los 
recursos. La recurrente se ha visto privada de su derecho 
a recurrir como consecuencia, no de su falta de diligencia, 
sino de las resoluciones judiciales, concretamente de la 
Audiencia Provincial, por la irrazonable interpretación que 
hace del plazo durante el que se podía interponer en el 
presente caso el recurso de apelación, ya que no concede 
relevancia alguna al error sufrido por el Juzgado al exten-
der la diligencia de instrucción de recurso e inhabilita sin 
razonamiento alguno la solución adoptada por el Juzgado 
para remediar la situación de indefensión por él mismo 
provocada.

8. El acogimiento de la queja de la demandante de 
amparo deberá tener como efecto, para restablecer el 
derecho vulnerado, la anulación del Auto de 4 de marzo 
de 2003 de la Sección Quinta de la Audiencia Provincial de 
Bilbao, con la consiguiente retroacción de las actuaciones 
al momento anterior al de dictarse la resolución anulada 
para que en su lugar se dicte la que sea procedente respe-
tando el contenido del derecho fundamental que se 
declara lesionado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña María del Car-
men Balenciaga Muñoz y, en consecuencia:

1.º Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva, 
en su vertiente de acceso a los recursos (art. 24.1 CE).

2.º Anular el Auto de 4 de marzo de 2003 de la Sec-
ción Quinta de la Audiencia Provincial de Vizcaya, dictado 
en el rollo 93-2002 que fue formado para tramitar el 
recurso de apelación interpuesto contra el Auto de 17 de 
septiembre de 2001 del Juzgado de Primera Instancia 
núm. 1 de Bilbao dictado en el juicio de menor cuantía 371/92.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior a 
dictarse la resolución anulada para que en su lugar se 
dicte la que sea procedente respetando el contenido del 
derecho fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a once de septiembre de dos mil 
seis.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps. 
Firmado y rubricado. 

 17725 Sala Primera. Sentencia 257/2006, de 11 de sep-
tiembre de 2006. Recurso de amparo 2300-2003. 
Promovido por don Gregorio Hernández Silva 
frente al Auto de la Audiencia Provincial de 
Badajoz que aclaró la sentencia dictada en 
grado de apelación de juicio ejecutivo proce-
dente de Fregenal de la Sierra.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (inmodificabilidad): aclaración de sen-
tencia de apelación civil que altera el fallo para 
corregir lo resuelto sobre costas procesales 
(STC 216/2001).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

En el recurso de amparo núm. 2300-2003, promovido 
por don Gregorio Hernández Silva, representado por el 
Procurador de los Tribunales don Alfonso Blanco Fernán-
dez y asistido por el Letrado don Ramón Fernández Calde-
rón, contra el Auto de 14 de marzo de 2003 de la Sección 
Primera de la Audiencia Provincial de Badajoz, recaído en 
recurso de aclaración interpuesto contra la Sentencia dic-
tada el 18 de noviembre de 2002 por el mismo Tribunal, 
resolviendo el recurso de apelación interpuesto contra la 
dictada el 22 de julio de 2002 por el Juzgado de Primera 
Instancia de Fregenal de la Sierra en procedimiento ejecu-
tivo 285-2000 promovido por doña Josefa Pérez Navarro 
contra el demandante de amparo en reclamación del 
pago de determinada cantidad de dinero. Ha intervenido 
el Ministerio Fiscal y ha comparecido doña Josefa Pérez 
Navarro, representada por el Procurador de los Tribunales 
don Fernando Pérez Cruz y asistida por el Letrado don 
Manuel Borrego Calle. Ha sido Ponente el Magistrado don 
Roberto García-Calvo y Montiel, quien expresa el parecer 
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 21 de 
abril de 2003 el Procurador de los Tribunales don Alfonso 
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Blanco Fernández, en nombre y representación de don 
Gregorio Hernández Silva, interpuso demanda de amparo 
constitucional contra la resolución judicial de que se hace 
mérito en el encabezamiento, por entender que vulneraba 
el derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión que 
se garantiza en el art. 24.1 CE.

2. La demanda de amparo tiene su origen en los 
siguientes hechos:

a) Con fecha de 22 de julio de 2002 el Juzgado de 
Primera Instancia de Fregenal de la Sierra dictó Sentencia 
en el proceso ejecutivo 285-2000, ordenando que siguiera 
adelante la ejecución despachada contra el demandante 
de amparo hasta hacer trance y remate de los bienes 
embargados, o que pudieran embargarse para, con su 
producto, hacer pago a la parte actora de la cantidad de 
6.836.777 pesetas de principal y de 3.500.000 pesetas en 
concepto de intereses, gastos y costas causadas, a cuyo 
pago era condenado expresamente el Sr. Hernández.

b) Interpuesto recurso de apelación contra la refe-
rida Sentencia, la Sección Primera de la Audiencia Provin-
cial de Badajoz, en Sentencia de 18 de noviembre de 2002, 
resolvió el recurso y, mediante su estimación parcial, 
revocó, también parcialmente, la Sentencia de instancia 
«en el único sentido de no hacer pronunciamiento en cos-
tas en la primera instancia, manteniendo íntegramente el 
resto de los pronunciamientos y sin hacer pronuncia-
miento expreso en costas de esta alzada».

La razón de dicha decisión revocatoria fue, según se 
lee en el fundamento de Derecho sexto de la Sentencia, 
que «en el caso de autos se suscitan dudas razonables, de 
derecho fundamentalmente (legitimación para el ejercicio 
de la acción ejecutiva; acreditación o no del negocio cau-
sal; etc.), que determinan que conforme al art. 394 LEC no 
proceda hacer pronunciamiento expreso en costas de la 
primera instancia.

La estimación parcial del recurso que ello supone 
determina el que no se haga pronunciamiento expreso en 
costas en esta alzada (art. 398 LECivil)».

c) Doña Josefa Pérez Navarro interpuso recurso de 
aclaración contra la mencionada Sentencia, que fue 
resuelto mediante Auto de 14 de marzo de 2003, en el que 
se acordó aclarar la anterior Sentencia en el sentido de 
condenar al recurrente al pago de las costas causadas 
tanto en la instancia como en la apelación, siendo el fun-
damento de dicha decisión el que se transcribe a conti-
nuación:

«El examen de la sentencia cuya aclaración se solicita 
pone de relieve que en el fundamento de derecho sexto y 
con relación a las costas se ha tomado en consideración 
el art. 394 de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil, siendo 
así que, y conforme a lo dispuesto en la Disposición Tran-
sitoria 5.ª de la referida Ley, tratándose de un juicio ejecu-
tivo y no habiendo llegado las actuaciones al procedi-
miento de apremio, toda vez que el mismo no se inicia 
hasta tanto no alcanza firmeza la sentencia de remate y 
dicha firmeza a su vez no se alcanza hasta que no se 
resuelve el recurso de apelación, la legislación aplicable 
al caso de autos sería la de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
de 1881 cuyo art. 1473 y 1474 impone las costas de manera 
imperativa al demandado en el caso de que se dicte sen-
tencia de remate ordenando continuar adelante con la 
ejecución, no cupiendo la aplicación del art. 394 de la 
vigente Ley de Enjuiciamiento Civil que además se refiere 
a los juicios declarativos.

Dicho ello es evidente que en principio la aclaración 
solicitada excedería formalmente del contenido y alcance 
de la aclaración de la sentencia, pero habida considera-
ción de que en todo caso y a través de la vía del recurso 
de nulidad se llegaría a la misma conclusión, razones de 
economía procesal, y en aras también a no incrementar 
las costas, lo que ocurriría caso de tener que resolverse 

en un recurso independiente, considera la Sala adecuada 
aclarar la sentencia en este momento.

Y así el fundamento de derecho sexto habrá de modi-
ficarse en el sentido de que de conformidad con lo dis-
puesto en el art. 1473 y 1474 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil las costas de la primera instancia se imponen al eje-
cutado tal y como se recogía en la sentencia que se recu-
rrió. A su vez la desestimación del recurso que ello supone 
conlleva la condena en costas en esta alzada al recu-
rrente».

3. El recurrente se queja de que se le ha vulnerado el 
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, que se 
reconoce en el art. 24.1 CE. Sostiene el recurrente que, a 
través de un recurso de aclaración, se ha modificado el 
fallo de la Sentencia aclarada. En la demanda de amparo 
se solicita la suspensión de la ejecución de la resolución 
impugnada en consideración de que, estando abonado el 
principal y los intereses, de no adoptarse la medida cau-
telar interesada, el amparo, en el caso de ser concedido, 
carecería de sentido por el grave perjuicio que le ocasio-
naría la ejecución de la resolución recurrida.

4. La Sección Segunda del Tribunal Constitucional 
acordó, por providencia de 14 de marzo de 2005, admitir a 
trámite la demanda de amparo, tener por personado al 
Procurador del recurrente y requerir a la Sección Primera 
de la Audiencia Provincial de Badajoz y al Juzgado de Pri-
mera Instancia de Fregenal de la Sierra, para que remitie-
ran testimonio de las actuaciones y emplazaran a quienes 
fueron parte en el mencionado procedimiento, con excep-
ción de la recurrente en amparo, ya personada.

5. En providencia del mismo día, la Sección Segunda 
acordó, de conformidad con lo previsto en el art. 56 LOTC, 
abrir pieza separada de suspensión y conceder un plazo 
común de tres días al Ministerio Fiscal y al solicitante de 
amparo, para que dentro de dicho término alegaran lo 
que estimaren pertinente en relación con la petición de 
suspensión interesada. El 29 de marzo de 2005 tuvo 
entrada en este Tribunal escrito de alegaciones presen-
tado por la representación del recurrente. Este escrito 
pone en conocimiento de la Sala que con posterioridad a 
la presentación de la demanda de amparo por la que se 
interesaba la suspensión de la ejecución del pronuncia-
miento de condena en costas causadas en ambas instan-
cias, se satisfizo por el recurrente el pago de las mismas. 
En atención a esta circunstancia, por Auto de 20 de junio 
de 2005, la Sala acordó archivar el incidente de suspen-
sión por pérdida de objeto.

6. La Sección Segunda del Tribunal Constitucional, 
por diligencia de ordenación de 19 de abril de 2005, 
acordó tener por personado y parte al Procurador de los 
Tribunales don Fernando Pérez Cruz, en nombre y repre-
sentación de doña Josefa Pérez Navarro, y de conformi-
dad con lo dispuesto en el art. 52 LOTC, dar vista de todas 
las actuaciones del recurso de amparo al Ministerio Fiscal 
y a las partes para alegaciones.

7. Con fecha 12 de mayo de 2005 tuvo entrada en 
este Tribunal escrito de alegaciones presentado por la 
representación procesal de doña Josefa Pérez Navarro 
interesando la desestimación del recurso de amparo. En 
su escrito señala que la Audiencia Provincial de Badajoz 
procedió a aclarar y corregir la resolución judicial al darse 
la circunstancia de error material, que esta subsanación 
se realizó a través de un cauce procesal adecuado, aun 
cuando no fuera el único, dado que podría haberse utili-
zado también el propio del recurso de nulidad, que, sin 
embargo, no fue instado por esta parte habida cuenta que 
la aclaración de la sentencia se resolvió en el sentido que 
ella interesaba.

8. El 23 de mayo de 2005 tuvo entrada en este Tribu-
nal escrito de alegaciones presentado por la representa-
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ción del recurrente, que insiste en las mantenidas con 
anterioridad en su demanda de amparo.

9. Por escrito registrado el 25 de mayo de 2005 el 
Ministerio Fiscal, cumplimentando el trámite de alegacio-
nes, interesó la estimación del amparo.

En su escrito, el Ministerio Fiscal procede, en primer 
lugar, a exponer la doctrina sentada por este Tribunal 
sobre intangibilidad de las resoluciones judiciales firmes 
y la posible rectificación de los errores sufridos al adop-
tarlas. Al aplicar dicha doctrina al asunto objeto del pre-
sente recurso de amparo, el Ministerio Fiscal concluye 
que el Auto no se limitó a corregir un error material, modi-
ficándose la parte dispositiva de la Sentencia y su funda-
mentación. Todo ello fue, por otra parte, advertido por el 
propio Tribunal.

10. Por providencia de 5 de septiembre 2006, se 
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 11 de dicho mes y año.

II. Fundamentos jurídicos
1. La demanda de amparo se dirige contra el Auto de 14 

de marzo de 2003 de la Sección Primera de la Audiencia 
Provincial de Badajoz, recaído en recurso de aclaración 
interpuesto contra la Sentencia dictada el 18 de noviem-
bre de 2002 por el mismo Tribunal, resolviendo el recurso de 
apelación interpuesto contra la dictada el 22 de julio de 2002 
por el Juzgado de Primera Instancia de Fregenal de la Sie-
rra, en procedimiento ejecutivo 285-2000 promovido por 
doña Josefa Pérez Navarro contra el demandante de 
amparo en reclamación del pago de determinada canti-
dad de dinero.

2. El recurrente aduce la vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), puesto que el Auto de 
aclaración impugnado supone una variación del fallo de 
una sentencia firme que contraviene el derecho constitu-
cional a la ejecución de las resoluciones judiciales en sus 
propios términos que ampara el citado precepto.

3. Este Tribunal ha tenido ocasión de pronunciarse 
en reiteradas ocasiones sobre el derecho a la intangibili-
dad de las resoluciones judiciales firmes en relación con 
el empleo del recurso de aclaración del art. 267 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial (LOPJ; por todas, STC 69/2000, 
de 13 de marzo, FJ 4). De acuerdo con esta jurisprudencia 
el derecho a la tutela judicial efectiva impone un límite a 
que los órganos judiciales puedan modificar o revisar sus 
resoluciones firmes al margen de los supuestos y cauces 
procesales taxativamente previstos en la ley. Esta intangi-
bilidad de las resoluciones judiciales firmes no es un fin 
en sí misma, sino un instrumento para la mejor garantía 
de aquella tutela judicial efectiva en conexión con la 
observancia del principio de seguridad jurídica (art. 9.3 
CE) pues, de tolerarse la modificabilidad sin trabas de las 
resoluciones judiciales firmes, se vaciaría de contenido el 
instituto de la firmeza, dejando a la determinación del 
órgano judicial el resultado final de los procesos judiciales.

El art. 24.1 CE, sin embargo, no veda por completo la 
posible alteración de las resoluciones judiciales firmes, 
pues tan lesivo de la tutela judicial efectiva puede ser que 
aquéllas puedan revisarse en cualquier tiempo y de cual-
quier forma, como que las partes en el proceso se benefi-
cien o sufran de simples errores materiales o evidentes 
omisiones en la redacción o trascripción del fallo de la 
resolución en cuestión, que bien pudieron corregirse a la 
vista de lo que fácilmente se deduzca, con toda certeza, de 
su texto.

Ahora bien, esta posibilidad de alteración halla un 
claro límite: el trámite procesal consistente en la rectifica-
ción de errores no permite alterar los elementos esencia-
les de la resolución judicial en cuestión ni «debe suponer 
cambio de sentido y espíritu del fallo, ya que el órgano 
judicial... está obligado a no salirse del contexto interpre-

tativo de lo anteriormente manifestado o razonado» (STC 
141/2003, de 14 de julio, FJ 4).

4. En su Auto de aclaración de fecha 14 de marzo 
de 2003 la Sección Primera de la Audiencia Provincial de 
Badajoz advierte que la Sentencia cuya aclaración se soli-
cita ha tomado en consideración un artículo de la Ley de 
enjuiciamiento civil (LEC) no aplicable al caso, ya que, en 
razón de la disposición transitoria quinta LEC 2000, proce-
día aplicar los artículos 1473 y 1474 LEC 1881. A continua-
ción la Sala procede a modificar el fundamento de Dere-
cho correspondiente, así como el fallo, de la Sentencia 
objeto de aclaración.

El Auto de aclaración recurrido no se limita por tanto a 
corregir un error; antes al contrario, modifica la parte dis-
positiva de la Sentencia, que de no imponer al recurrente 
en amparo las costas causadas en la instancia ni en la 
apelación, pasó a condenarlo al pago de las causadas en 
ambas instancias. Dicha modificación del fallo se funda-
menta, como se ha expuesto, en el error sufrido al selec-
cionar la norma aplicable para determinar si era proce-
dente la imposición de las costas, puesto que, en lugar de 
aplicar la LEC de 1881, que es la que definitivamente se 
estima procedente, se aplicó la LEC 2000.

Semejante modificación del fallo y semejante modifi-
cación del fundamento de la parte dispositiva de la sen-
tencia exceden con mucho de las posibilidades de modifi-
cación que ofrece un recurso de aclaración, puesto que 
no se trata ya de corregir errores materiales manifiestos 
ni de ajustar el fallo de la sentencia con su fundamento, 
sino de realizar las complejas operaciones jurídicas que 
entraña la selección de la norma aplicable como conse-
cuencia de la interpretación de las disposiciones de dere-
cho transitorio contenidas en la Ley de enjuiciamiento civil 
vigente, de las que además se deriva, como se ha dicho, 
tanto la modificación del fallo como la del fundamento.

Tal exceso se reconoce abiertamente por el propio 
órgano judicial en la resolución impugnada, al advertir lo 
que, a su juicio, fue un error de interpretación y aplicación 
de la ley padecido en el pronunciamiento sobre la imposi-
ción de costas en la primera y segunda instancias acor-
dado en la resolución de apelación que resuelve con 
carácter definitivo el procedimiento. Así, la Sala, pese a 
reconocer que el cauce de aclaración no es remedio legal-
mente hábil para proceder a la modificación del fallo judi-
cial firme, procede a hacerlo.

Esta decisión se justifica en un supuesto criterio de 
economía procesal para admitir el trámite de subsana-
ción, consistente en resolver mediante un cauce manifies-
tamente improcedente lo que, en su opinión, habría de 
resolverse igualmente, en todo caso, en un hipotético 
recurso de nulidad. Pero esta argumentación no puede 
justificar la decisión adoptada, dado que el incidente de 
nulidad de actuaciones ni resultaba procedente ni había 
sido promovido por la parte ni tramitado por el órgano 
judicial.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Gregorio Her-
nández Silva y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho fundamental a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2.º Anular el Auto de 14 de marzo de 2003 de la Sec-
ción Primera de la Audiencia Provincial de Badajoz recaído 
en recurso de aclaración interpuesto contra la Sentencia 
dictada el 18 de noviembre de 2002 por el mismo Tribunal, 
resolviendo el recurso de apelación interpuesto contra la 
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dictada el 22 de julio de 2002 por el Juzgado de Primera 
Instancia de Fregenal de la Sierra en procedimiento ejecu-
tivo 285-2000 promovido por doña Josefa Pérez Navarro 
contra el demandante de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a once de septiembre de dos mil 
seis.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.
Firmado y rubricado. 

 17726 Sala Segunda. Sentencia 258/2006, de 11 de sep-
tiembre de 2006. Recurso de amparo 3627-2003. 
Promovido por don Manuel Gómez Bonet 
frente a las Sentencias de la Audiencia Provin-
cial y de un Juzgado de lo Penal de Valencia 
que le condenaron por un delito de robo con 
fuerza en las cosas en vehículo automóvil.

Vulneración del derecho a la presunción de 
inocencia: condena penal fundada en declara-
ciones de un coimputado no corroboradas 
(STC 72/2001).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

En el recurso de amparo núm. 3627-2003, promovido 
por don Manuel Gómez Bonet, representado por la Procu-
radora de los Tribunales doña Rocío Lleo Casanova y asis-
tido por el Abogado don Gonzalo Delgado González, con-
tra la Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia 
(Sección Tercera) núm. 197/2003, de 9 de abril, que deses-
tima el recurso de apelación interpuesto contra la Senten-
cia del Juzgado de lo Penal núm. 3 de Valencia de 6 de 
febrero de 2003, dictada en procedimiento abreviado 
núm. 480-2002, que condenó al demandante como autor 
de un delito de robo con fuerza en las cosas con la concu-
rrencia de la agravante de reincidencia a la pena de dos 
años de prisión. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente el Magistrado don Ramón Rodríguez Arri-
bas, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado con fecha de 4 de 
junio de 2003 la Procuradora de los Tribunales doña Rocío 
Lleo Casanova, en nombre de don Manuel Gómez Bonet, 
interpuso recurso de amparo contra las resoluciones 
reseñadas en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda de 
amparo, relevantes para la resolución del caso son, en 
síntesis, los siguientes:

a) La Sentencia del Juzgado de lo Penal núm. 3 de 
Valencia de 6 de febrero de 2003 condenó al recurrente en 
amparo, junto a un tercero, como autor de un delito de 
robo con fuerza en las cosas con la concurrencia de la 
agravante de reincidencia, a la pena de dos años de pri-

sión, además de tener que indemnizar, en unión con el 
otro condenado, a la víctima en 113,60 euros por los 
daños y en 57,06 euros por los objetos sustraídos y no 
recuperados.

La condena se basó en la siguiente argumentación: «A 
la vista de la prueba practicada, consistente en la declara-
ción de los acusados, testifical y documental, quedó acre-
ditado [sic] los hechos imputados y ello por la declaración 
del testigo el cual se ratificó en la narración de los hechos 
dada en su declaración ante la Guardia civil, obrante a los 
folios 3 a 6 de las actuaciones, la cual fue leída en el acto 
del juicio y en la que declaraba haber visto salir de su 
vehículo a Juan Rodríguez que se encontraba en compa-
ñía del otro acusado, saliendo ambos corriendo cuando el 
testigo les gritó que le devolvieran los objetos que 
observó faltaban de su vehículo al cual le habían violen-
tado las cerraduras de las puertas delantera y trasera 
izquierda. Esta prueba no se vio desvirtuada por las decla-
raciones de los acusados que con un claro fin autoexcul-
patorio se limitaron a negar los hechos y a imputarse 
recíprocamente la autoría de los mismos, por lo que se 
está en el caso de dictar una sentencia condenatoria».

b) Contra dicha resolución el demandante de amparo 
interpuso recurso de apelación, alegando, entre otros 
motivos, la vulneración del derecho a la presunción de 
inocencia (art. 24.2 CE) al haber sido condenado con la 
única base probatoria de la declaración del coimputado, 
en tanto en cuanto el testigo-perjudicado no reconoció al 
demandante en el acto del juicio como quien acompa-
ñaba al otro coimputado, a quien sí reconoció por ser 
conocido del barrio donde residía. Se manifiesta en el 
recurso que fue el otro coimputado quien contó al denun-
ciante que era el demandante el que había cometido el 
robo, y que sólo en virtud de la incriminación del coimpu-
tado se ha fundado el pronunciamiento condenatorio.

c) La Sentencia de la Audiencia Provincial de Valen-
cia (Sección Tercera) núm. 197/2003, de 9 de abril, deses-
timó íntegramente el recurso de apelación y confirmó la 
condena. Fundamentó tal decisión en las siguientes con-
sideraciones. Partiendo de que «la prueba practicada en 
este proceso esencialmente está constituida por la decla-
ración de ambos imputados, quienes, en un desesperado 
intento de excluirse de participación alguna en la comi-
sión del hecho delictivo, derivan toda la culpa hacia el 
contrario; así como por la prueba testifical, de la que se 
deduce inequívocamente que el propietario y perjudicado 
por los hechos conoce a uno de aquéllos e identifica al 
otro por la incriminación que se formula por el identifi-
cado», y de la asunción por la Audiencia Provincial de que 
la exigencia de corroboración externa que este Tribunal 
ha exigido de las declaraciones de coimputado sólo debe 
aplicarse a aquellos supuestos en los que la incriminación 
del coimputado se produce en las diligencias sumariales 
y no en el juicio oral, caso en el que corresponde al órgano 
judicial la ponderación de la credibilidad del declarante, 
en uso de la facultad que le confiere el art. 741 LECrim, 
termina por desestimar la alegada vulneración del dere-
cho a la presunción de inocencia considerando que de las 
declaraciones de ambos coimputados, de las del testigo, 
así como de la prueba documental existe base suficiente 
para fundar la condena.

3. La demanda de amparo se fundamenta en la vul-
neración del derecho a la presunción de inocencia (art. 
24.2 CE). Alega el recurrente que las Sentencias impugna-
das desatienden la doctrina sentada por el Tribunal cons-
titucional relativa a la exigencia de que la declaración del 
coimputado haya de venir corroborada por elementos 
externos para constituir prueba de cargo suficiente, por 
cuanto la condena se ha basado únicamente en la decla-
ración del otro acusado, realizada en un evidente afán 
autoexculpatorio, quien convenció al denunciante, dada 
la previa relación existente entre ellos, de que el ahora 


